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La “emergencia” de la inseguridad urbana en la Argentina.
Entre 1990 y 2001, de acuerdo a las estadísticas policiales, en la Argentina los delitos denunciados aumentaron en 83%, mientras que en la Ciudad de Buenos Aires se registró un aumento de 224%, casi el triple del incremento nacional. Por su parte, la Provincia de Buenos Aires evidenció un aumento del 115%, y en la Provincia de Santa Fe del 37%. La evolución de la criminalidad “aparente” en las estadísticas policiales presenta diferencias de magnitud en las diversas jurisdicciones y en ciertos casos, también de dinámica, en lo que se refiere al paso de un año a otro a lo largo del período.  Sin embargo, se registra una idéntica tendencia creciente, que se reproduce tanto en los delitos contra las personas como en aquellos contra la propiedad
.

En Argentina no ha habido una encuesta de victimización de carácter nacional que sirva para complementar la información policial. El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación ha llevado adelante anualmente encuestas de victimización locales desde 1995, en diversos centros urbanos. En la Ciudad de Buenos Aires, el porcentaje de los residentes un que sufrió una experiencia de victimización varió entre 37% y 42% en los años 1997-2001. En cuanto al Gran Buenos Aires
, la misma tasa varió entre 39% y 44%;  en la ciudad de Rosario
 la tasa llegó alrededor de 50% en los años  1997- 2000.
  
En términos generales, las curvas de evolución en estos territorios urbanos de las experiencias de victimización tienen una leve tendencia descendente para el periodo considerado, que contradiría el sentido de las curvas de evolución que es posible trazar sobre la criminalidad en base a las estadísticas policiales en el período analizado (1990-2001), pero también en el período sobre el que existen series a partir de las encuestas de victimización  (1997-2001). Sin embargo, pese a que el sentido de ambas curvas no coincida, es preciso tener en cuenta que los volúmenes de experiencias de victimización revelados por las encuestas de victimización son extraordinariamente altos, desde el punto de vista de la comparación internacional, por lo que en todo caso se trata de mínimas tendencias descendentes en una plataforma extraordinariamente elevada.

Ahora bien, la emergencia de la inseguridad urbana  desde la década de 1990 no sólo se estructura en torno a la evolución de la criminalidad sino también en torno a la diseminación de una ansiedad social con respecto a la probabilidad de ser víctima de un delito que  no solamente se constituye como impacto perceptivo y emotivo sino que también se traduce en diversos tipos de  acciones - comportamientos de autoprotección y de evitamiento (Mosconi-Toller, 1998; Sozzo,  2002a). A partir de las estadísticas de victimización es posible identificar algunos aspectos de esta sensación de inseguridad, en sus diversos planos: perceptivo, emotivo y comportamental. Con respecto al primero al ser interrogados sobre la probabilidad de ser víctima de un delito en los próximos 30 días, encontramos que en la Ciudad de Buenos Aires,  en el Gran Buenos Aires y en la Ciudad de Rosario más del 82% percibían que esto resultaba  altamente probable el periodo 1997-2000
. Con respecto al segundo plano, en todos los centros urbanos analizados más del 30% de los residentes sostuvieron sentirse muy inseguros al encontrarse solos al momento de oscurecer en sus zonas de residencias, alcanzando su máximo valor en el Gran Buenos Aires en 1999 (42,8%). Con respecto al tercer plano, en lo que hace a los comportamientos de evitamiento, más del 59% de los encuestados afirmaron haberse mantenido alejados de ciertos lugares o personas por seguridad, alcanzando su máximo valor en la Ciudad de Rosario en 1999 (70,5%). Finalmente, en lo referido a los comportamientos de autoprotección,  más del 9% de la población entrevistada  reveló poseer una arma de fuego en su hogar, alcanzando su máximo valor en el Gran Buenos Aires en 1998 (17,9%). 

La “emergencia” de la inseguridad urbana en Argentina se inscribe en las transformaciones económicas y culturales que atraviesan nuestro presente que pueden caracterizarse como la deriva hacia una “modernidad tardía periférica”. Esta combinación de transformaciones económicas y culturales del presente es la que permite comprender los altos niveles de criminalidad y sensación de inseguridad – su “normalidad”, en términos de Garland (1996). Para Young (1999) la actualidad brinda evidencia muy clara de la inadecuación de las dos variantes tradicionales a través de las cuales se pensó la “etiología criminal” -el problema de las causas del delito- en la historia de la criminología. Por un lado, el “positivismo individual” situó el origen de la criminalidad en un déficit individual que se construye originariamente a nivel de la naturaleza humana –la constitución antropomórfica y psicológica del individuo delincuente– , la herencia, la cultura y a través de la socialización. Por otro lado, el positivismo social situó el origen de la criminalidad en un déficit social, que se materializa en la privación para ciertas personas del acceso a los bienes materiales –la pobreza, la desocupación, etc.-, una “privación absoluta” (Young, 1999, 80-81). Young, siguiendo claramente el legado de la  teoría de la anomia de Robert Merton, plantea lo que podría considerarse una “salida de medio camino” entre estos dos polos, la llamada “privación relativa”: “El delito se da donde hay inclusión cultural y exclusión estructural. Esto da vuelta el dictado del positivismo individual: el delito no es el resultado de una carencia de cultura, sino de abrazar una cultura del éxito y del individualismo. De esta forma, Merton recontextualiza el positivismo social: no es la privación absoluta per se, ni la falta de oportunidad la que da lugar al delito, sino la privación en el contexto de cultura del sueño americano donde la meritocracia es exhortada como abierta a todos” (Young, 2001, 31). La sociedad bulímica de la modernidad tardía resulta exactamente el tipo de sociedad que generaría altos niveles de delito, en clave de “privación relativa” justamente porque se caracteriza por incluir culturalmente y excluir estructuralmente (Young, 1999, 81-82).
 (Re) Acciones Estatales I: Nostalgia 

 La “emergencia” de la inseguridad urbana en Argentina durante los años 1990 debe comprenderse en un doble sentido. Por un lado, en tanto aparición en la superficie de la vida social de altos niveles de delito y sensación de inseguridad como hecho social “normal” en el marco de los procesos de transformación económica y cultural que signan la transición a una modernidad tardía periférica. Por el otro, en tanto urgencia, materializada, por una parte, en demandas de los residentes de las ciudades grandes y medianas de estar seguros y sentirse seguros dirigidas al mundo de la política y, por la otra, en respuestas de los actores políticos -desde el estado nacional a los estados locales, a lo largo y ancho del espectro político (Sozzo, 1999)- que simbólicamente pretenden “hacerse cargo” de los reclamos ciudadanos. La inseguridad urbana en esta segunda valencia se transforma progresivamente en objeto de intercambio político, en una mercancía a través de la cual se busca la producción de consenso político y  electoral (Pavarini, 2003a). 

Esta politización de la inseguridad urbana podría aparecer prima facie como algo poco novedoso, en función de la naturaleza esencialmente política de la criminalidad y del control de la criminalidad, reconocida, al menos, desde el nacimiento de la racionalidad penal moderna en los siglos XVII y XVIII (Pires, 2001). Sin embargo, la politización actual que la emergencia de la inseguridad urbana implica va más allá de aquel reconocimiento, ya que se relaciona con el nacimiento de una necesidad de legitimación “desde abajo” de las estrategias de control de la criminalidad (Pavarini, 2003b). Esta tendencia a la creciente validación “democrática” de las medidas de control de la criminalidad, se conjuga con una marginalización del papel tradicionalmente asignado en el contexto de la modernidad a los intelectuales del campo de los saberes sobre la cuestión criminal  en tanto “legisladores” (Bauman, 1997), “soberanos” de lo que el delito es y de lo que se debe hacer frente al delito (Haggerty, 2002). Esta politización de la inseguridad urbana alcanzó su máxima expresión en Argentina con las campañas electorales del año 1999 para la elección de Presidente de la Nación y de Gobernadores provinciales y en  la campaña electoral para elegir Jefe de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires en el año 2000.

En estas campañas electorales cobro un nuevo impulso una tendencia de discursos y prácticas sobre la seguridad urbana que había comenzado a expresarse con fuerza desde 1998, sobretodo a nivel del Gobierno Nacional de Carlos Menem (Partido Justicialista), pero también, crecientemente, desde otros ámbitos políticos. Esta tendencia pretende claramente captar consenso político (y electoral) apelando a un despliegue “emotivo y ostentoso” (Pratt, 2000), del  vocabulario moral de la culpa, la responsabilidad  y el castigo, movilizando sentimientos de ansiedad e indignación  alejados de las formas racionales de pensamiento y calculo,  articulándolos con propuestas y medidas que se presentan claramente como su reflejo y abren el terreno del control del delito a la posibilidad de la  resurrección de una “economía del exceso”, a su “descivilización” (Foucault, 1989; Hallsworth, 2000; Pavarini, 2003b; Pratt, 2000). Esta tendencia ha implicado el ascenso, en nuestro país, del “populismo punitivo” (Bottoms, 1995). 

El populismo punitivo apela recurrentemente a metáforas bélicas -la “guerra contra el delito”- que tienen como medio central  de traducción práctica el ejercicio de la violencia. Estas metáforas bélicas, evidentemente, tienen particulares resonancias en nuestro contexto cultural, en función de las experiencias políticas autoritarias en Argentina,  que en buena medida implementaron una militarización de las estrategias de control del delito (García Mendez, 1987; Tiscornia, 2000). La guerra abriga una “percepción dicotómica y maniqueista” (Cano, 1997), en la que existen dos bandos, buenos y malos, ambos esencialmente diferentes, y la resolución de su tensión solo puede ser consecuencia de la neutralización o eliminación de uno de ellos. El “delincuente”, el “criminal”, el “peligroso”, el “sospechoso”, se erigen en estas representaciones, por ende, como un “enemigo” que debe ser derrotado. Cerca de dicho extremo, decía Carlos Ruckauf, en ese entonces Vicepresidente de la Nación y candidato a Gobernador de la Provincia de Buenos Aires por el Partido Justicialista: “A los asesinos que matan a nuestra gente, no hay que tenerles piedad,  los quiero ver muertos. Voy a ser absolutamente duro contra el delito. Entre un ciudadano indefenso y un delincuente armado el que tiene que caer es el delincuente. No tengo dudas.  Hay que optar entre la gente y los delincuentes” (La Nación, 6/8/1999). 

Endurecimiento Policial

Desde inicios de 1998 diversos portavoces gubernamentales –incluyendo el Presidente de la Nación- alentaron discursivamente como forma de solucionar el problema de la inseguridad urbana en Argentina la importación del modelo policial de “Tolerancia Cero” desarrollado en la Ciudad de New York . A partir de allí diversos expertos asociados a esta experiencia visitaron la Ciudad de Buenos Aires como invitados de actores gubernamentales y policiales. Inclusive algunos se transformaron en  asesores de candidatos en las campañas electorales antes mencionadas.  La retórica de “Tolerancia Cero”  fue adoptada activamente por el candidato a Gobernador de la Provincia de Buenos Aires en la campaña electoral  de 1999, Carlos Ruckauf. Y fue en cierta medida mantenida durante su gestión como Gobernador, especialmente en el año 2000, junto con su primer Ministro de Seguridad, Aldo Rico
. 
Esta retórica se vinculó “orgánicamente” a discursos y prácticas dirigidas al “endurecimiento” de las prácticas policiales –“habrá mano dura y tolerancia cero, dentro de la ley”, decía el Presidente Menem (La Nación, 15/4/1999)-, en un contexto signado por la generación previa de ciertas acciones pretendidamente dirigidas a la democratización de las instituciones policiales (ver González, en este mismo volumen). Estos discursos y prácticas, en buena medida, se construyeron explícitamente sobre el eje de la vuelta al pasado, del retorno a ciertas facultades y prácticas que las instituciones policiales poseían y desarrollaban  y que le fueron restringidas o anuladas como consecuencia de los procesos de “reforma policial” –o de reformas legales previas
. En estos discursos y prácticas gubernamentales la ley  tenía un lugar central y se le adjudicaba en  sí misma efectos potencialmente benignos en el estado de la inseguridad urbana. Veamos algunos ejemplos:

a) En abril de 1999 el Gobierno Nacional del Presidente Menem, para reducir el nivel de inseguridad urbana en la Ciudad de Buenos Aires, apeló a “poner en la calle” a la Gendarmería Nacional y la Prefectura Naval Argentina, con la aprobación del Jefe de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, Fernando de la Rua,  de la opositora Unión Cívica Radical y en ese entonces candidato a Presidente de la Nación
. 

b) En mayo del 2000 el nuevo Gobierno de la Provincia de Buenos Aires, impulsó y obtuvo la reforma legal del Código Procesal Penal de 1998. Esta reforma  introdujo nuevamente facultades policiales, para hacer, excepcionalmente, la requisa de personas y vehículos por parte de la policía sin orden judicial, se da la facultad a la policía de mantener incomunicado durante 12 horas al presunto culpable y se le da la posibilidad de requerir informaciones al presunto imputado en el lugar del hecho o en sus inmediaciones 
.
c) En junio de 2001 el nuevo Gobierno Nacional de De la Rúa impulsa y obtiene la reforma legal del Código Procesal Penal Federal. A través de estas modificaciones se le otorga a la Policía Federal Argentina una serie de nuevas facultades: la posibilidad de requerir de los sospechosos en el lugar de los hechos noticias e indicaciones sumarias para orientar la investigación -información que no tiene valor alguno en el proceso judicial-;  la facultad de hacer requisas de las personas y efectos personales que lleven consigo, así como del interior de vehículos en lugares públicos sin orden judicial; y la posibilidad de mantener detenidos e incomunicados a sospechosos por 10 horas como máximo antes de producir una comunicación al órgano judicial competente.

Uno de los emergentes fundamentales asociados a estos discursos y prácticas de “endurecimiento” policial fue el crecimiento constante del uso de la violencia  por parte de la institución policial, que articula claramente uno de los momentos simbólicamente más significativos del ascenso del “populismo punitivo”. De acuerdo a los datos construidos por el Centro de Estudios Legales y Sociales, en la Ciudad de Buenos Aires en 1996 se registraron 47 civiles muertos como consecuencia del uso de la fuerza policial, pasando a 61 en 2001,  lo que implicó un aumento del 30% en cinco años. En lo que respecta al Gran Buenos Aires, en 1996 se registraron 105 muertos civiles,  pasando a 200 en el 2001, es decir, prácticamente, el doble (Palmieri et al, 2002). En la Provincia de Santa Fe, de acuerdo a una investigación empírica propia, en 1998 se registraron 20 muertos civiles producidos por usos de la violencia policial, pasando a 36 en 2001  -con un máximo de 48 en el año 2000- lo que implica globalmente para el periodo un incremento del 80% (Sozzo et al., 2003). 

 Endurecimiento Penal 

Desde 1998, periódicamente, algunos actores políticos nacionales –como el Presidente Menem o   el candidato a presidente por el Partido Justicialista Eduardo Duhalde- lanzaban al mercado político, como remedio posible frente a la emergencia de la inseguridad urbana, la propuesta de introducir la pena de muerte dentro de las herramientas de control del delito, apelando muchas veces en forma explícita –como en el caso de Tolerancia Cero- al ejemplo de los Estados Unidos. Frecuentemente, estos actores restringían el alcance de la propuesta a ciertos y determinados supuestos, relacionados con el narcotráfico o con los delitos sexuales”
. 

Este mensaje político, se inscribía en un conjunto de discursos y prácticas destinados a un generalizado endurecimiento penal –llevados adelante por  los mismos actores políticos o por otros sectores del espectro político-: el aumento legal de las penas para determinados delitos, la restricción de beneficios penitenciarios que flexibilizaban la ejecución de las penas privativas de la libertad, etc. En particular, un lugar central en esta tendencia era ocupado por la prisión preventiva. Frente a una percepción difundida articulada en estos discursos políticos sobre el sistema penal como un mecanismo que funciona como una “puerta giratoria” se buscaba incrementar la aplicación de la prisión preventiva durante el proceso penal. El peso central de la prisión preventiva, en los discursos y prácticas dirigidas al endurecimiento penal es a la vez sintomático del tipo de encarcelamiento por el que se abogaba. Ya no se trata de incrementar los alcances de una privación de la libertad que esté dirigida a la finalidad de resocializar al condenado -declarada en la Ley 24660 de Ejecución de las Penas Privativas de la Libertad sancionada por el Congreso Nacional en 1996. Hay una implícita marginalización de la “obsesión correccional” (Pavarini, 1996). Se trata de impulsar un encarcelamiento orientado hacia la “defensa social”, bajo la forma de la neutralización e incapacitación de individuos y poblaciones, sean ellos “delincuentes” –condenados- o “peligrosos” –procesados presos preventivamente. En este punto resulta interesante el caso argentino, pues dicha vocación por neutralizar o incapacitar individuos y poblaciones no se construye a través de un lenguaje y unas tecnologías actuariales de determinación y gestión de los riesgos.  Aquí solamente está presente un lenguaje moral, emotivo, con tonos  irracionales y unas técnicas punitivas dedicadas a depositar personas –condenadas o no- en espacios cerrados destinados a brindar “seguridad” (Sparks, 2000). Este tipo de lenguaje y técnicas no parece estar demasiado vinculado a una transición hacia una “penalidad postmoderna” o una “penalidad de la sociedad del riesgo”, sino más bien a referentes penales modernos y premodernos. 

También aquí, como en los discursos y las prácticas dirigidas al endurecimiento policial, hay una fuerte apelación a la ley como herramienta tradicional en materia de control del delito  y en ciertos casos, una explícita referencia a la necesidad de volver al pasado, revirtiendo algunos cambios legales producidos anteriormente. Veamos algunos ejemplos:

a) En mayo de 2000, en el marco de la reforma del  Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires, se realizaron diversos cambios a las reglas de excarcelación, denegándola en los casos de imputados de homicidios culposos en accidentes automotores, si el imputado se fugara; cuando el delito fuese cometido mediante el uso de arma de fuego o de cualquier otro tipo –propia o impropia-; para los imputados mayores que hubieran cometido un delito junto con un menor de edad y para los casos de robos simples en los que hubiera violencia en las personas o de reincidentes en delitos dolosos. 

b) En agosto de 2000 el Congreso Nacional, sancionó una ley de reforma del Código Penal  incluyendo un nuevo agravante en el art.  41 bis, estableciendo que cuando se lleve adelante un delito con violencia o intimidación contra las personas mediante el empleo de un arma de fuego el mínimo y el máximo de la pena correspondiente se elevará en un tercio. 
c) En diciembre de 2000 se produjo una reforma del Código de Ejecución Penal de la Provincia de Buenos Aires que, por un lado,  restringió al máximo los supuestos de “egresos transitorios” de las personas privadas de libertad y prohibió la concesión de “salidas transitorias” y otras formas de libertad provisional para las personas privadas de la libertad en función de los delitos considerados especialmente graves, como por ejemplo, violación seguida de muerte, o
tortura seguida de muerte. 

d) En mayo del 2001, el Congreso Nacional, derogó la Ley 24390, llamada “ley del dos por uno”, pues establecía que cada día de prisión preventiva que sufriera un imputado que excediera el plazo mínimo establecido legalmente (dos años, prorrogables hasta 3 y medio) debía computarse como dos días de ejecución de la pena privativa de la libertad que se le impusiese en su caso.

El emergente fundamental de la tendencia  hacia el endurecimiento penal fue el incremento constante y creciente de la población privada de la libertad en Argentina. Según datos oficiales se ha pasado de 6177 personas privadas de su libertad en 1997 a 8963 en 2002. Es decir que en sólo seis años la población encarcelada ha aumentado en un 45%. En la Provincia de Buenos Aires se evidencia un incremento del 62% de la población recluida en los establecimientos de ejecución penal entre 1997 y el 2002, pasando de 11527 a 18753 personas. Sin embargo, estas cifras no comprenden las personas procesadas y condenadas alojadas en Comisarías y Alcaldías Policiales, que representan una porción sustantiva de la población privada de su libertad en esta jurisdicción. El Centro de Estudios Legales y Sociales ha obtenido información oficial al respecto de la institución policial para el periodo 2000/2002. Si se suman ambas cifras se observa que en el año 2000 había en la Provincia de Buenos Aires 18212 personas en ambos tipos de establecimientos de secuestro, mientras en el 2002 esta cifra ascendía a 24249, lo que implica un incremento en  sólo tres años de 33% en la población encarcelada, en general,  en la Provincia de Buenos Aires.  En la Provincia de Santa Fe en 1997 había 1532 personas en establecimientos de ejecución penal. En el 2002 esta cifra ascendió a 2323, lo que implica un incremento de la población recluida del 51% en sólo seis años. Sin embargo, estos números no comprenden la cantidad de personas condenadas y procesadas que se encuentran alojadas en Comisarías y Alcaldías Policiales que, como en la Provincia de Buenos Aires, representan una proporción significativa –en febrero de 2003, sólo en la ciudad de Rosario se encontraban privadas de su libertad en sede policial 1150 personas. 

Las prácticas y discursos referidos a la inseguridad urbana desarrollados en los últimos años en la Argentina dirigidos a un endurecimiento policial y penal, expresivos de una  tendencia hacia el “populismo punitivo” y articulados en base a una “criminología del otro”, configuran un tipo de desarrollo “nostálgico”. Simon (1995) sostiene que la “nostalgia” como sensibilidad en el campo del control del delito, es un marcador fundamental de su “postmodernización”. Su ejemplo han sido el retorno a los “boot camps” en  Estados Unidos, un tipo de pena privativa de la libertad  típicamente “disciplinaria”, relacionada con la temporalidad del mundo de la producción fordista, un mundo que ha dejado de existir para sus destinatarios: los jóvenes, negros, estructuralmente desempleados. 

(Re) Acciones Estatales II. ¿Innovación?

Frente a este conjunto de (re)acciones estatales “nostálgicas”, que apuntan a un endurecimiento penal y policial, emerge la tentación de abrazar como clave de lectura de las transformaciones de las prácticas y discursos referidos a la inseguridad urbana en la Argentina contemporánea, la contundente tesis del ascenso del Estado Penal enlazado orgánica e ideológicamente con el debilitamiento del Estado Social presentada recientemente por Loic Wacquant (2000). Sin embargo, la existencia de esta fuerte tendencia no debería impedir observar el surgimiento frente a la emergencia de la inseguridad urbana, de otras (re) acciones estatales que poseen distintos alcances pero que difícilmente puedan englobarse en el ascenso del “populismo punitivo” y la “criminología del otro”. Tal vez, a diferencia del conjunto de prácticas y discursos presentados en el apartado anterior, estas (re) acciones estatales carezcan de una coherencia y unidad, pero podría plantearse que frente a la actitud “nostálgica” que implica aquellas, éstas están, mas bien, recubiertas de una apelación a la “innovación” –aun cuando se pueda evaluar críticamente esta reivindicación. En este apartado analizaremos uno de los mas significativos de estas iniciativas: el Plan Nacional de Prevención del Delito. 

Plan Nacional de Prevención del Delito

A partir de la segunda mitad de la década del 90, diversos actores estatales –provinciales o locales- en coyunturas distintas lanzaron frente a la emergencia de la inseguridad urbana, una serie de iniciativas que se presentaban como dirigidas al ideal de prevenir el delito sin apelar al recurso penal. En ciertos casos se trató de meros ejercicios discursivos y en otros, se tradujeron en prácticas más o menos desarrolladas.
  La iniciativa más importante en este marco ha sido, sin duda, el Plan Nacional de Prevención del Delito–en adelante, PNPD-  que, en el marco del Gobierno Nacional del Presidente De la Rua, conjuntamente pusieron en marcha el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y el Ministerio del Interior de la Nación en agosto de 2000. El PNPD se plantea como objetivos fundamentales: reducir los delitos callejeros, especialmente los delitos contra la propiedad y contra las personas que implican el uso de la violencia física; disminuir la sensación de inseguridad frente a este tipo de delitos y fomentar la activa participación de actores  no gubernamentales  y constituir una red de compromiso, cooperación y articulación con actores gubernamentales destinada a la prevención del delito (PNPD, 2000). 
En principio, el PNPD se presenta como una iniciativa de alcance nacional, que va a ajustar sus formas de intervención preventiva a las concretas manifestaciones del fenómeno de la inseguridad urbana en las diversas zonas de implementación pero en su diseño se fijan “lineamientos estratégicos”. El PNPD adopta explícitamente el modelo de la “prevención integrada” de la inseguridad urbana. La “prevención  integrada” prevé una mixtura en cada intervención preventiva de técnicas propias de la estrategia de “prevención social” –“aquella dirigida a incidir en las causas sociales del delito”-
 y de la estrategia de “prevención situacional ambiental” -“aquella destinada a reducir las oportunidades de realización de los delitos”. Sostiene el diseño del PNPD:  “Ambas realizan importantes contribuciones para alcanzar el objetivo de reducir el delito y la sensación de inseguridad, pero es preciso reconocer que la estrategia situacional-ambiental posee un mayor grado de efectividad en el corto plazo pero no genera efectos  duraderos en el mediano y largo plazo. De allí que esta estrategia deba articularse con la estrategia social dado que su alcance por sí sola es extremadamente limitado. El Plan privilegia las intervenciones de mediano y largo plazo y en este sentido, subordina  la estrategia situacional-ambiental a la estrategia social” (PNPD, 2000).     
Para el desarrollo de la “prevención integrada” de la inseguridad urbana, el diseño del PNPD prevé una estructura de gestión descentralizada e interagencial que reúne actores estatales del nivel nacional, provincial y municipal vía una serie de acuerdos formales pertinentes, otorgándole especial relevancia al plano local. Por otro lado, también se prevé el desarrollo de “esquemas de compromiso, colaboración y articulación” con otras agencias estatales, mas allá de la estructura de gestión del PNPD, que llevan adelante desde el nivel nacional, provincial y municipal iniciativas que se encuentran vinculadas a la prevención del delito –en primer lugar,  con la institución policial. En la misma dirección, el diseño del PNPD hace una fuerte apelación a la “participación ciudadana”, en tanto “motor fundamental del plan” (PNPD, 2000)
. Esta “participación ciudadana”  es llamada a activarse en el proceso de implementación del PNPD en un cuádruple carácter: “consultiva, resolutiva, ejecutiva y fiscalizadora” (PNPD, 2000). En síntesis, se pretende configurar entre actores estatales –nacionales, provinciales, municipales- y no estatales –ciudadanos, organizaciones de la sociedad civil- “partnerships” en el desenvolvimiento del proceso de implementación .

El proceso de implementación de acuerdo al diseño del PNPD comprende diversas etapas: 1) la selección de regiones, ciudades y zonas donde desarrollar intervenciones preventivas; 2) la realización de un diagnóstico científico, cuantitativo y cualitativo, sobre el estado de la seguridad urbana en las zonas de implementación; 3) la confección de un mapa sociodemográfico, económico e infraestructural de la zona de implementación; 4) la confección de un mapa de las organizaciones de la sociedad civil en la zona de implementación; 5) la construcción de un mecanismo de participación ciudadana formal y permanente a través de la realización periódica de “asambleas” en  subzonas dentro de cada zona de implementación para la determinación a través del debate ciudadano de una “agenda de problemas”, de unas “propuestas de soluciones viables en el marco de las estrategias de prevención del delito promovidas por el Plan”, la “colaboración en el desarrollo de las intervenciones preventivas” y el “seguimiento” de las mismas; 6) el “diseño de las intervenciones, la articulación con otros actores gubernamentales y el desarrollo de las intervenciones”; 7) el monitoreo externo e interno del proceso de implementación (PNPD, 2000). Por último, el diseño del PNPD prevé un mecanismo de evaluación anual de los procesos de implementación que combina una “evaluación de resultados” o “cuantitativa” con una evaluación “procesual” o “cualitativa” (PNPD, 2000). 

     Desde su lanzamiento, el PNPD se implementó fundamentalmente en la Ciudad de Buenos Aires, previo acuerdo formal con el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, que implicó el nacimiento del Programa de Prevención del Delito en la Secretaria de Seguridad y Justicia del Gobierno de la CBA.
 La implementación del PNPD en la Ciudad de Buenos Aires
 se “desvió” en diversas materias de su diseño originario. Pero también hubo una serie de “innovaciones” para paliar lagunas del mismo.  La evaluación procesual de dicha implementación durante el periodo 2000-2001 ilustra los momentos fundamentales de este proceso, con sus desviaciones e innovaciones (cfr. Sozzo, 2002c)
. En extrema síntesis, es posible señalar: 

· La estructura de gestión del PNPD se simplificó, pues el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires representaba al mismo tiempo el nivel provincial y el local. El carácter “mixto” del plano nacional de la estructura de gestión se quebró cuando a partir de los cambios en el gabinete del Gobierno Nacional del presidente De la Rúa en marzo de 2001, el Ministerio del Interior de la Nación se “retiró” de la implementación del PNPD. En cuanto a los operadores del PNPD existía en el contexto argentino una carencia de “especialistas en prevención del delito”. Sin embargo, la selección de los operadores del PNPD a nivel del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires no estuvo guiada por las prescripciones del diseño del PNPD –aun adaptadas a la ausencia antes señalada- sino por conveniencia y clientelismo político.
  

· En cuanto al establecimiento de esquemas de compromiso, colaboración y articulación a nivel nacional, los resultados fueron extraordinariamente limitados, generándose sólo unas relaciones formales hacia fines del 2001
. En el plano del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires  no se articularon esquemas de compromiso, colaboración y articulación entre el PNPD y las agencias estatales locales pertinentes. Exclusivamente se construyeron relaciones “informales” en base a “contactos personales” directos de los miembros de la estructura de gestión local en torno a problemas puntuales y con una dinámica de “solicitud de favor-concesión de favor”, transformándose la potencial “acción conjunta” asociada a la idea de “partnership”,  en palabras de uno de sus miembros en “casuística”.
 
· No se realizó un diagnóstico científico –cuantitativo y cualitativo- del estado de la seguridad urbana en cada uno de las zonas de implementación, dejando librada la construcción de la “agenda de problemas”, exclusivamente, al funcionamiento del mecanismo participativo, con todos los sesgos que ello implica.

· El mecanismo participativo se convirtió en el centro de la implementación del PNPD, desplazando inclusive al desarrollo de las intervenciones preventivas. El mecanismo participativo puesto en marcha, ha estado orientado fundamentalmente por la búsqueda de un resultado cuantitativo: el mayor numero de asambleas con el mayor numero de participantes en cada una de las zonas de implementación. Estos datos cuantitativos se convirtieron en la gestión del PNPD en indicadores de “efectividad” y se perdió de vista, en la mayor parte de los casos, el objetivo “democratizador” del impulso de la participación ciudadana. Dicha participación ciudadana fue “selectiva”:  adultos –por lo general mayores de 50 años- y de clase media. El mecanismo participativo no incluyó –salvo excepciones- ni a los jóvenes ni a los pobres, ni a otros “grupos difíciles de alcanzar” (prostitutas, los “sin techo”, gays, etc.).

· El mecanismo participativo no estuvo dirigido fundamentalmente al establecimiento de una “agenda de problemas”, sino de una lista de “demandas” de estos ciudadanos que selectivamente asistían a las asambleas. La idea de “demanda” reenvía a una definición de la intervención a realizar efectuada exclusivamente por los actores no-estatales que toman parte del mecanismo participativo, quedando reservado a los actores estatales el rol de  activar la “respuesta”. Esta dinámica de “demanda-respuesta”  tiene una lógica claramente “clientelista” que se estructura sobre los reclamos “populares”, buscando reproducir consenso político – y en el límite, electoral.  Las demandas “receptadas” por el PNPD durante el 2001 se han referido –de acuerdo al “lenguaje ocupacional” del PNPD- en un 57% a “gestión policial”, en un 15% a “gestión de obras públicas”, en un 12% a “gestión del medio ambiente”, en un 8% a contravenciones y en un 3% a “supuestas usurpaciones”
. Estas demandas “receptadas” a través del mecanismo participativo, en muy pocos casos se vinculan expresa y precisamente a “problemas” identificados en las zonas de implementación, expresando muchas veces sentimientos de inseguridad y de “indignación moral” .         

· En la dinámica clientelista “demanda-respuesta” con que ha funcionado el proceso de implementación, las pseudo-intervenciones preventivas han sido las demandadas por el “publico” presente  en el mecanismo participativo, inscribiéndose preponderantemente en una pretendida “estrategia de prevención situacional-ambiental”. Han sido “pseudo”intervenciones preventivas pues no han estado vinculadas a “problemas” sino a reclamos y requerimientos “populares” y no han sido, por lo tanto, diseñadas racionalmente para cumplir el fin de reducir las dimensiones de un “problema” sino de satisfacer la “demanda”.
 Difícilmente puedan considerarse a estas “respuestas”  “intervenciones preventivas”, pero si fuera así se habría invertido el diseño originario del PNPD con un absoluta preponderancia de medidas de “prevención situacional-ambiental”.
 

· Desde mediados del 2001 se impulsaron las “Redes Solidarias de Prevención del Delito”  -una innovación con respecto al diseño originario. No se trata aquí de “respuestas” a “demandas” sino de la movilización de los individuos y las familias para que ellos desarrollen una acción pretendidamente preventiva. En el 2001 se constituyeron 40 redes, en las que los vecinos de una misma cuadra se intercambian sus números de teléfonos y acuerdan dar el “alerta” ante una persona o situación sospechosa, comunicándose entre sí y con la policía. Además, en ciertos casos se acuerdan determinadas rutinas de autoprotección –por ejemplo: sacar todos la basura a la misma hora- y se colocan carteles indicativos –suministrados por el PNPD- de la existencia en la cuadra de esa red.  Claramente esta medida se piensa a medio camino entre la “prevención comunitaria” y la “prevención situacional-ambiental”: movilizar a la comunidad para reducir las oportunidades delictivas. Estas redes han contribuido a generar una “mentalidad de fortaleza” y a reforzar rituales de exclusión social –“efectos perversos” que el diseño del PNPD pretendía explícitamente evitar. 
   

· Frente a la casi completa anulación de la estrategia de “prevención social” en la implementación del PNPD, en octubre de 2001 se creó en el nivel nacional, el Programa de Comunidades Vulnerables para tratar de revertir, al menos parcialmente esta tendencia –otra innovación con respecto al diseño originario. Este Programa  buscaba poner en movimiento acciones para reducir la “vulnerabilidad social” a través del fomento de “la inserción laboral, la capacitación, la atención escolar, al salud y la recreación”.  Simultáneamente se creó un Programa de Comunidades Vulnerables a nivel del gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Ambos programas debían funcionar como un solo equipo de trabajo pero rápidamente  surgió un conflicto en función de la disponibilidad por parte del PCV local de una serie de “beneficios personales” –Planes de Emergencia Laboral y análogos- para intervenir. Dichos beneficios fueron administrados en forma clientelista, sin ningún tipo de vinculación con la finalidad de prevenir el delito, de acuerdo a la visión de los miembros del PCV nacional. El PCV nacional comenzó paralelamente a trabajar directamente en  algunas “villas miserias” (Ciudad Oculta y Barrio Rivadavia I en Ciudad de Buenos Aires, Villa Tranquila en Avellaneda, etc.) con jóvenes en situaciones de “vulnerabilidad social”. Este trabajo fue apuntalado a partir del convenio antes mencionado con el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación que permitió contar con Planes de Emergencia Laboral para facilitar esta tarea desde enero del 2002. Algunos de los proyectos que se emprendieron a partir de esta posibilidad han sido: un microemprendimiento de lombricultura para la producción de abono orgánico; la capacitación en diversos oficios y su puesta en práctica en la refacción de una escuela; etc. Este tipo de intervenciones alcanzaron a 77 jóvenes en situaciones de vulnerabilidad social. La creación del PCV  vino a sancionar otra inversión del diseño originario del PNPD: del modelo de la “prevención integrada” se paso a una “prevención disociada”. La preponderante estrategia de “pseudo-prevención situacional-ambiental” vinculada a la dinámica clientelista de “demanda-respuesta” del mecanismo participativo se desenvolvía en ciertos territorios urbanos de clase media y alta, mientras que una incipiente y tímida estrategia de “prevención social” comenzó a desenvolverse en los territorios urbanos más pauperizados de las clases populares, sin ningún tipo de articulación entre sí y con supuestos y lógicas distintas e incluso, contrapuestas.

El Plan Nacional de Prevención del Delito, desde su diseño originario y explícitamente vía la adopción del modelo de la “prevención integrada”, se presentaba como un híbrido que pretendía hacer coincidir formas -diferentes y hasta contrapuestas- de pensar y actuar la reducción del delito y la sensación de inseguridad. Esta hibridez se ha mantenido –aunque con dosis inversas a las planeadas en su diseño originario- a lo largo del proceso de su implementación en la Ciudad de Buenos Aires durante el periodo 2000/2001..La estrategia de “prevención situacional-ambiental”  es tal vez el artefacto político quinta esencialmente “neoliberal” en las actuales formas de gobierno del delito.  No se focaliza en el individuo, en su “normalización”, vía la intervención sobre las causas psicológicas o sociales que lo impulsan a obrar. Se dirige “managerialmente” a los aspectos temporales y espaciales del delito: a la reducción de las “oportunidades delictivas”. Por esta vía, se busca el gobierno no de un sujeto individualizado sino de un agregado, de una población que expresa un “riesgo” (O`Malley, 1992; Gilling, 1997; Hughes, 1998). Hay un fuerte reconocimiento de la “normalidad” del delito, de su inevitabilidad como un riesgo que es preciso enfrentar como tantos otros accidentes que se encuentran incorporados a nuestra vida cotidiana (Garland, 1996; 2001). La “prevención situacional-ambiental” se funda claramente en lo que Garland llama una “criminología del sí mismo”, en la que el potencial ofensor es un -abstracto, universal, abiográfico- individuo libre y racional –que por ende debe ser hecho “responsable”, en su caso- como “nosotros”,  capaz de consumir oportunidades delictivas a partir de un cálculo de costo-beneficio (Garland, 1996; 2001; Crawford, 1998; Hughes, 1998). Es preciso obrar sobre las situaciones o ambientes para hacerlos efectiva y eficientemente mas seguros –aumentando los esfuerzos involucrados en la realización de los delitos, aumentando los riesgos ya sean reales o percibidos como tales de detección y detención del potencial ofensor o reduciendo las recompensas probables de los delitos- de forma tal de fomentar una elección racional en los potenciales ofensores que desista de cometer el delito. Dado que los altos volúmenes de criminalidad propios del presente demuestran cotidianamente los límites de los actores estatales tradicionalmente encargados del control del delito –policía, justicia penal, etc.- es indispensable “responsabilizar” a nuevos actores, estatales –como los gobiernos locales, en el caso argentino- o no estatales –los individuos y sus familias –de allí la importancia de la apelación al “partnership”, a los “esquemas de compromiso, colaboración y articulación”. En este último aspecto, la apelación a la “participación ciudadana”,  promueve un “prudencialismo privatizado”: una gestión privada del riesgo del delito –al estilo de las “redes solidarias de prevención del delito”.(O`Malley, 1992; Crawford, 1998; Hughes, 1998). Estas técnicas de gobierno del delito se presentan comúnmente en un formato “técnico”, completamente alejado de los lenguajes “coloridos moralmente” del “autoritarismo”, del “liberalismo” o del “welfarismo” (O`Malley, 1992; Gilling, 1997). 

La estrategia de “prevención social” como conjunto de técnicas apenas esbozadas en el diseño e incipiente y tímidamente desenvueltas en la implementación del PNPD,  difícilmente pueda ser encuadrada definitivamente en cuanto a las formas de pensar y actuar el gobierno del delito que encarna. Parece sí posible afirmar, prima facie, que pretende erigirse en una alternativa a la racionalidad política “neoliberal”. Lo que resulta un tanto mas complejo es su vinculación con el “welfarismo” (cfr. Stenson-Edwards, 2001; O`Malley, 2001).  Evidentemente los discursos y prácticas activados en el marco del PCV  nacional pueden ser definidos como una “innovación” tecnológica en la tradición del “welfarismo penal”, por su fuerte focalización en individuos –los jóvenes en situaciones de “vulnerabilidad social” - y en las potenciales causas que los impulsarían a cometer delitos –ausencia de relación con el mundo del trabajo, deterioro de sus “vínculos sociales”, etc. Sin embargo, claramente aparece en los operadores del PCV nacional una negación de la incidencia de “factores psicológicos” en la producción de la criminalidad, una separación explícita de cualquier idea de “tratamiento”, una fuerte vinculación de la propia práctica a la reducción de las desigualdades sociales, cuya dimensión “cultural” y no sólo “material” es subrayada  y una mirada crítica del funcionamiento del sistema penal –especialmente, de la institución policial- que parecen estar influenciadas por la tradición  de la “criminología radical”. En este sentido, parece ser que este lenguaje de lo “social”, en este sector muy limitado de discursos y  prácticas,  alienta una indexación que uno podría considerar crítica -al menos en en parte- de lo “social” tal como ha sido construido por el “welfarismo” como racionalidad política y, especialmente, de sus dispositivos dirigidos al gobierno del delito.  

El PNPD en tanto ejercicio de “prevención integrada” en el diseño originario y en tanto ejercicio de “prevención disociada” en su proceso de implementación, claramente reivindica desde ambos lados de su “esquizofrénica” configuración su carácter “innovador”. No hay referencias nostálgicas, no se trata de volver a las viejas tecnologías del “liberalismo”, del “autoritarismo” o del “welfarismo” con su focalización –aun cuando con sentidos diversos- en las agencias estatales que forman parte del sistema penal. Se trata siempre de generar “nuevos” recursos más allá del sistema penal para gobernar el delito, ya sea apelando a incidir en lo “situacional o ambiental” o en lo “social”.

A Modo de Conclusión.
Como bien señala Robert Castel, el presente refleja una combinación de elementos heredados del pasado y de innovaciones actuales.  Para comprenderlo resulta indispensable hacer su “genealogía”, construir una “historia del presente” (Foucault, 1989, 37): “Analizar una práctica contemporánea significa observarla desde el punto de vista de la base histórica de la cual emerge; significa enraizar nuestra comprensión de su estructura actual en la serie de sus transformaciones previas. El pasado no se repite a sí mismo en el presente, pero el presente juega e innova utilizando el legado del pasado”(Castel, 1994, 238). Este juego que vincula persistentemente el presente al pasado es lo que permite captarse a través de la idea de  “metamorfosis” como clave de lectura: “dialéctica de lo igual y lo diferente” (Castel, 1997). En este trabajo hemos tratado de anatomizar las “metamorfosis” fundamentales en las (re) acciones de los actores estatales  frente a la “emergencia” de la inseguridad urbana en la Argentina a partir de la década de 1990. No hemos trazado un mapa totalizante de las transformaciones en los discursos y prácticas de control de la inseguridad urbana de nuestro presente, sino que hemos tratado de captar sus líneas maestras en nuestra cartografía, poniendo de manifiesto como esos desarrollos actuales se inscriben en un perpetuo juego de continuidad y discontinuidad con respecto al pasado.   

Estas acciones estatales han sido tematizadas como respuestas frente a la “emergencia” de la inseguridad urbana en Argentina sólo en beneficio de la claridad descriptiva y analítica. Aun cuando ciertos autores contemporáneos han brindado interesantes mapas de los cambios actuales de las estrategias de control del delito en otros horizontes culturales, brindándole al surgimiento de altas tasas de criminalidad y de sensación de inseguridad típicas de la transición a la modernidad tardía, un rol central en tanto “causa” de los mismos (Young, 1999; 2001); creemos que esta “emergencia” en Argentina, ha funcionado como uno de los elementos que ha impulsado  determinados desenvolvimientos, pero no puede ser hipostasiada como el eje fundamental de la comprensión de nuestro presente  pues ha existido una  relativa autonomía de las prácticas y discursos gubernamentales.

En la literatura criminológica contemporánea se pretende constantemente construir mapas de las metamorfosis en las estrategias  de gobierno de la inseguridad urbana por parte de actores estatales inscribiéndolas a su vez en una “gran transformación”. Todas estas narrativas pueden aportar –evidentemente- elementos para comprender nuestro contexto concreto –y en algunos casos hemos hecho explícita referencia a ellas a lo largo de este trabajo-, pero muchas de ellas construyen dicha explicación en un marco muy amplio y general  –el cambio de un tipo de sociedad a otra, de un tipo de estado a otro, etc.-, y  pintan un panorama unitario y coherente. Para comprender la complejidad y los matices  de las metamorfosis de nuestro presente en materia de control de la inseguridad urbana se requieren herramientas conceptuales que posean una mayor sensibilidad empírica, que se ubiquen mas bien en el plano del “mediano alcance”. Nuestro panorama contemporáneo presenta unas “ambigüedades”, “volatilidades” y “contradicciones” (que no son privativas de nuestro contexto cultural, ver Garland, 1996; O`Malley, 1999). Los mismos actores estatales, no sólo con el transcurso del tiempo sino simultáneamente, producen discursos y prácticas no sólo diferentes sino hasta contrapuestos. Por un lado, hemos descripto y analizado, en el segundo apartado de este trabajo, como se fueron produciendo desde la segunda mitad de la década de 1990 un conjunto de medidas dirigidas al “endurecimiento” penal y policial. Por otro lado, en el tercer apartado de este trabajo, hemos tratado de describir y analizar unos desarrollos que difícilmente se inscriben en la tendencia antes mencionada: el nacimiento de la probation y del Plan Nacional de Prevención del Delito. De un lado, la “nostalgia”; del otro, la “innovación”.   


Este escenario “esquizofrénico” de los procesos de control del delito (Sullivan, 2001) desde la década de 1970 ha tratado de ser tematizado a través de la “metáfora de la bifurcación” (Pitch, 1989). En esta lectura , en el marco del ascenso y crisis del “estado social”, las políticas de control de la inseguridad urbana se han ido desarrollando en dos direcciones diferentes y contradictorias: por un lado, mecanismos de control “duro”, privados ya de cualquier finalidad resocializadora y regidos únicamente por la búsqueda de “seguridad” y por el otro, mecanismos de control social “blando”, en lo “social”, que evitan el secuestro de las situaciones problemáticas, en los que se aloja la finalidad resocializadora. Entre estos dos polos, “duro” y “blando” existiría, en estas narrativas, una relación funcional: un “intercambio disciplinar”, que asegura la posibilidad, si es necesario, de que se atraviese el “circuito”, del polo “blando” al polo “duro”. En algunos autores esta configuración “bipolar” es el producto de las contradicciones económicas del “estado de bienestar” y su “crisis fiscal”; en otros hay una mayor acentuación en los cambios en las formas de ejercicio del poder, en general, en las sociedades occidentales  (Melossi, 1980; Scull,  1987; Cohen, 1988; Pavarini, 1996). Tal vez esta metáfora capte elementos sustanciales de los procesos que han atravesado el escenario argentino en los años 1990, alojando en su propia configuración explicativa el desarrollo de tendencias contradictorias. Sin embargo, la contradicción reconocida se ubica aquí en el marco de una única lógica, forma parte de una estrategia que evidencia su existencia en el momento fundamental del “intercambio disciplinar” y que mantiene intacta su estructura soportando la esquizofrenia de su bipolaridad.     

Ahora bien, si no hay una lógica, una estrategia omnicomprensiva que subyace a las direcciones contradictorias del control de la inseguridad urbana en nuestro presente, ¿nos encontramos ante los “síntomas del caos”? (O`Malley, 1999, 175).  La reciente exploración de Pat O`Malley (ver también 2000; 2001) en torno a la articulación concreta en escenarios particulares de tecnologías y  racionalidades gubernamentales en el marco de programas gubernamentales específicos brinda una inspiración útil para abordar este panorama contemporáneo, reconociendo su complejidad y matices. La década de 1990 implica en la Argentina la instalación cultural y política de la Nueva Derecha, a través de la hegemonía del “menemismo” –a partir de las dos presidencias consecutivas de Carlos Menem entre 1989 y 1999- un programa gubernamental que reunía racionalidades políticas diversas y contrapuestas: el “neopopulismo”, el “neoliberalismo” y el “neoconservadurismo”. Esta configuración peculiar de un programa gubernamental, no pudo ser quebrada en su esencia, por la experiencia que se presentaba electoralmente como una alternativa a la Nueva Derecha hacia fines de la “década menemista”: el Gobierno Nacional del Presidente de la Rua de la Alianza por el Trabajo, la Educación y la Justicia iniciado en diciembre 1999 y culminado abruptamente en diciembre del 2001..         

Los desarrollos actuales de las acciones estatales de control de la inseguridad urbana en Argentina “reflejan” claramente esta “alianza paradójica” de gubernamentalidades distintas –que atraviesa las experiencias de los gobiernos de los Estados Nacional y Provinciales. El ascenso del “populismo punitivo” y una “criminología del otro”, se articula perfectamente con los elementos “neopopulistas” y “neoconservadores” –en el limite, “autoritarios”- de la Nueva Derecha. Por otro lado, la difusión de una “criminología del si mismo”  y de un “managerialismo penal” ,ligadas a la “prevención situacional-ambiental” en el diseño e implementación del PNPD y a la “probation”, respectivamente, se articulaba perfectamente con los elementos “neoliberales” de la Nueva Derecha. Ahora bien, en estos términos dicotómicos en los que es posible estructurar la relación entre este “programa gubernamental” y las acciones estatales dirigidas al control de la inseguridad urbana, parece haber escaso espacio para explicar la persistencia de unas apelaciones a lo “social” en el lenguaje gubernamental, ya sea en su típica forma “welfarista” –“probation”- o en una reconsideración con algunos tintes “radicales” –“prevención social”.       

Si el ascenso de la Nueva Derecha implica el advenimiento de la “era de la muerte de lo social” (Rose, 1999; De Marinis, 2003) resulta difícil comprender esta persistencia –aun cuando presentada en torno a “innovaciones” tecnológicas. Una primera vía para darle sentido, sería limitar los alcances de esta muerte proclamada en la configuración de la Nueva Derecha en nuestro contexto. La Nueva Derecha en la Argentina construida a partir del “menemismo”, dentro de su repertorio de motivos gubernamentales posee una fuerte composición de elementos “neopopulistas” y “neoconservadores”, que en buena medida pertenecen con sus iconos y simbologías a la tradición política que ha cumplido un rol fundamental en la construcción del “welfarismo” local con sus peculiares características: el “peronismo” –inclusive en el terreno del control del delito (Caimari, 2002a)- y pueden movilizarlos cuando pragmáticamente se presenta la ocasión. Tal vez esta sea una forma de entender los componentes “welfaristas” del nacimiento de la “probation” en Argentina. 

Una segunda vía  es que el “neoliberalismo” mas que generar una marginalización universal del lenguaje de lo “social”, en realidad, selectivamente reconstruye algunos de sus elementos. En el campo de las estrategias de control del delito esto puede implicar un rescate de formas mas individualizadas de rehabilitación y tratamiento del ofensor o del potencial ofensor, con una fuerte apelación a la evaluación y la auditoria de las intervenciones y una consideración del destinatario como un sujeto “activo”. Algunas de estas connotaciones resuenan en los discursos y prácticas en torno a la estrategia de “prevención social” en el diseño e implementación  del PNPD –aunque tal vez no puedan dar cuenta de algunos de sus matices mas claramente “radicales”.                

A su vez es preciso incorporar una reflexión sobre el carácter mismo del Estado. El Estado  no es un “macroanthoropos”, un “superindividuo” (Melossi, 1992). En una charla dada en el College de France en 1979 Michel Foucault señalaba: “El estado no tiene esencia...El Estado no es un universal, el Estado no es en sí mismo una fuente autónoma de poder; el Estado no  es otra cosa que los hechos; el perfil, el desglosamiento móvil de una perpetua estatalización  o de perpetuas estatalizaciones, de transacciones incesantes ...El Estado no tiene entrañas” (1993, p. 310). Los discursos y prácticas estatales que hemos descripto y analizado a lo largo de este trabajo no han sido desarrolladas por “el Estado”, sino por “actores estatales” que reivindican en las relaciones gubernamentales “personificar” al Estado –“decir  y hacer el Estado”, reflexivamente (Melossi, 1992). Estos actores estatales, en el marco de la construcción del programa político de la Nueva Derecha y de su traducción en tecnologías políticas, han poseído una relativa capacidad de gestar mas o menos autónomamente  discursos y prácticas. Y también aquí reside una de las razones de las características “ambiguas”, “volátiles”, “contradictorias”  de nuestro presente en materia de control de la inseguridad urbana.  Los limites de esta autonomía no están planteados de antemano –sobretodo por el alto valor que al pragmatismo le ha concedido la Nueva Derecha- por lo que siempre las tendencias poseen un carácter “inacabado”. Tal vez esto contribuya a hacer comprensible la posibilidad de la presencia de ciertos tonos “radicales” aunque mas no sea en recónditos, marginados y limitados espacios de nuestro escenario contemporáneo.  

Las metamorfosis de los discursos y prácticas estatales referidos a la seguridad urbana en la Argentina, a la luz de estas exploraciones de “mediano alcance”, no aparecen como el producto inevitable de unas lógicas intangibles y de unas fuerzas mas o menos inabarcables que se ubican en torno a “grandes transformaciones” –aun cuando evidentemente nadie puede negar la influencia de las mismas en numerosos aspectos. Tal vez esta conclusión nos mueva a evitar un pesimismo político que muchas veces nos seduce condenándonos a la inmovilidad.
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� Este artículo  es parte del Proyecto  “Public Security and Police Reform in the Americas” dirigido por  John Bailey (Georgetown University) y Lucía Dammert (University of Chile).





� Los delitos contra la propiedad registran en el país un incremento del 69%, mientras los delitos contra las personas aumentaron 173% en este período. En la Ciudad de Buenos Aires el incremento fue de 139% para los delitos contra la propiedad y de 271% para los delitos contra las personas; en la Provincia de Buenos Aires fue de  122% y 215% respectivamente; y en la Provincia de Santa Fe, fue de 27% y 91% respectivamente. En general, ver: � HYPERLINK http://www.jus.gov.ar/dnpc ��www.jus.gov.ar/dnpc�.  


� El Gran Buenos Aires abarca una serie de partidos de la Provincia de Buenos Aires que rodean la Ciudad de Buenos Aires. Conjuntamente constituyen, en cierta medida, una unidad urbana, comunmente definida como “area metropolitana”, en donde residen unos 14 millones de personas.


� Es el centro urbano más importante demográfica y económicamente de la Provincia de Santa Fe.


� Esta tendencia de la evolución de las experiencias de victimización en ambas jurisdicciones, no se verifica en forma idéntica en el caso del tipo de delito mas frecuente: el robo con violencia. En todas las ciudades analizadas se presenta en el período un tendencia ascendente.  


� No se encuentran aun disponibles los datos referidos a la sensación de inseguridad en la Ciudad de Buenos Aires en el 2001, por lo que hemos restringido las series empleadas al período 1997/2000.


� Ex – coronel del Ejercito Argentino que participó de dos levantamientos contra el Gobierno Nacional de Raul Alfonsin, fue condenado judicialmente e indultado por el Gobierno Nacional de Carlos Menem en 1991. Luego ingresó en la actividad política, fundando su porpio partido polítco, el MODIN. Fue Intendente del Partido de San Miguel por dos períodos consecutivos y el primer ex – militar puesto a cargo de una fuerza de seguridad desde la reinstauración democrática.    


� Como las modificaciones de la Ley Orgánica de la Policía Federal Argentina en 1991 o del Código de Procedimiento Penal Federal en 1992.


� Desde diciembre de 1999 se hizo cargo de la Secretaría de Seguridad Pública de la Provincia de Santa Fe Enrique Alvarez, que fue funcionario durante la dictadura militar, desde 1978, de la Secretaria de Inteligencia del Estado (SIDE), dependencia que tuvo un amplio involucramiento en las acciones del terrorismo de estado. Pese a las criticas a las que fue sometido por su pasado y por su actuación al frente de las políticas públicas de seguridad urbana del Gobierno Provincial -pues el Gobernador Reutemann le dio, via una reforma del organigrama ministerial, la conducción directa de la materia- que incluyeron los escándalos nacidos del descubrimiento periodistico de una red de corrupción policial existente en la ciudad de Rosario que abarcaba toda la jerarquia de la Unidad Regional mas grande de la provincia a fines del 2000 y del asesinato de seis civiles en manos policiales durante los episodios del 19 y 20 de diciembre de 2001, se mantuvo en su cargo hasta diciembre de 2002.


� El Poder Ejecutivo Provincial veto  la prohibición que establecía la ley para su utilización en el plenario del proceso penal.


� Carlos Menem, ahora candidato presidencial en las elecciones de abril 2003,  ha vuelto a reactivar la propuesta de introducción de la pena de muerte, para ciertos delitos como los secuetros y  las violaciones seguidos de muerte y el narcotrafico.  También ha avanzado la propuesta de utilizar a las Fuerzas Armadas para “combatir el delito” en los centros urbanos. En la actualidad es secundado en estas propuestas por su candidato a Gobernador en la Provincia de Buenos Aires, Luis Patti, intendente del Partido de Escobar y tradicional impulsor de un discurso de “mano dura” con respecto a la inseguridad urbana. Patti es un ex-comisario de la Policia de la Provincia de Buenos Aires, acusado judicialmente de torturar – a personas detenidas en su Comisaría en 1990, luego condenado por apremios ilegales. También tiene un frondoso pasado de participación en las acciones del terrorismo de estado (ver CELS, 1999).      


� Datos oficiales del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos; para el Centro de Estudios Legales y Sociales, ver � HYPERLINK http://www.cels.org.ar/estadísticas ��www.cels.org.ar/estadísticas�.


� En las jurisdicciones abordadas por este trabajo se pueden mencionar: las Juntas Barriales de Seguridad Comunitaria lanzadas por el Gobierno de la Provincia de Santa Fe en 1996 (cfr. Sagarduy-Rosua, 1999); los Consejos de Seguridad y Prevención de la Violencia lanzados por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires en 1997 (cfr. Croccia-Eilbaum-Lekerman-Martinez; 1999); el Programa Municipal de Seguridad Comunitaria creado por Ordenanza 10289 en la Municipalidad de la Ciudad de Santa Fe en 1998 (cfr. Sozzo, 1999); los Foros Vecinales, Municipales y Departamentales de Seguridad y el Defensor de Seguridad introducidos en la Provincia de Buenos Aires en 1998 mediante la ley 12155 (cfr. Sain, 2002). Otro ejemplo un tanto más complejo en cuanto a su carácter de (re)acción estatal, es el llamado “Plan Alerta”, creado inicialmente por un  grupo de vecinos en el Barrio Saavedra de la Ciudad de Buenos Aires (“Vecinos Solidarios”), en 1997, que básicamente consiste en una adaptación del modelo del “Neighbourhood Watch”  que recibió luego un fuerte apoyo de la Dirección Nacional de Política Criminal del Ministerio de Justicia y Derecho Humanos de la Nación y de la Policía Federal Argentina (DNPC, 1999) y actualmente ha sido difundida en diversos barrios de la ciudad de Buenos Aires y en diversos partidos del Gran Buenos Aires. 


� El diseño del PNPD brinda ejemplos de técnicas de intervención en este marco estratégico: “la generación de facilidades para el goce del tiempo libre por parte de jóvenes en áreas urbanas degradadas, el reforzamiento de las capacidades de escuelas medias para retener su población escolar, el mejoramiento y el aumento de la capacidad edilicia de las viviendas publicas, etc”. (PNPD, 2000) Por otro lado también advierte de el potencial efecto perverso de esta estrategia preventiva:  “criminalizar la política social”. (PNPD, 2000).


� Se presupone que: “el problema de la inseguridad urbana es una responsabilidad ineludible del Estado, aunque es preciso reconocer los limites de la acción gubernamental, teniendo en cuenta que el Estado no es autosuficiente” (PNPD, 2000). El diseño del PNPD establece explicitamente que  lo que no se busca mediante  el impulso a la “participación ciudadana” es  “el accionar directo  de grupos de ciudadanos, especialmente involucrando el uso de armas de fuego, en las tareas de vigilancia de espacios públicos”, “los comportamientos de evitamiento” y los “comportamientos de autoprotección”. (PNPD, 2000).


� También se realizaron diversas acciones mas o menos fragmentarias de implementación con los gobiernos locales en el Partido de Avellaneda y en el Partido de Morón y con los gobiernos provinciales de Neuquén, Río Negro y Buenos Aires.


� El proceso de implementación del PNPD se comenzó a realizar en la Ciudad de Buenos Aires en forma “descentralizada” –tal como se prevee en su diseño originario. Ahora bien dado que esta jurisdicción es una sola área urbana, la “descentralización” se materializó exclusivamente al interior de la misma, en la determinación de  las “zonas de implementación”,  utilizando la división territorial de los Centros de Gestión y Participación.


� Esta evaluación procesual se fundó en la realización de grupos focales y entrevistas en profundidad con todos los operadores de prevención del delito de la estructura de gestión del PNPD. 


� El único criterio empleado para la conformación de los Equipos de Implementación Local  (dos personas por cada Centro de Gestión y Participación , en total, 32 operadores) -  fue que cada uno de los integrantes pertenezca a uno de los partidos políticos de la coalición gobernante –Unión Cívica Radical y FREPASO. A partir de allí se dio lo que un operador entrevistado denomino “la partidización de la práctica”.


� Estas relaciones formales fueron con: a) el Consejo Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia con el objetivo de articular acciones de prevención, compartir información y eficientar recursos con respecto a los jóvenes que egresan de institutos de menores – especialmente quienes se encontraban en  “libertad asistida”; b) el Ministerio de Trabajo, Empleo y Formación Laboral de la Nación por el cual se estableció la adjudicación de Planes de Emergencia Laboral con 100 beneficiarios para ser utilizados en el marco del Plan Nacional de Prevención del Delito, para el desarrollo de intervenciones de prevención social en sectores de “alta vulnerabilidad social”.


� En particular, no se pudo establecer un esquema de compromiso, colaboración y articulación con la Policía Federal Argentina, sobretodo a partir de la “retirada” del Ministerio del Interior  -de quien depende formalmente- de la implementación del PNPD. También aquí hubo una serie de relaciones “informales” y “casuísticas”.


� Es decir, respectivamente: presencia y vigilancia policial en el espacio público; requerimiento de instalación de luminarias o reforzamiento de las ya existentes, pedido de desrramado de arbolado publico y refacción de plazas y parques, requerimiento de una intervención sancionatoria frente a contravenciones tales como prostitución o venta de bebidas alcohólicas a menores de edad, y requerimiento de  desalojo de casas o predios tomados.


� De allí que en la base de datos del PNPD sobre su implementación en la CBA no haya una unidad de análisis “intervenciones preventivas”, sino sólo se brinde información sobre cuales “demandas” han encontrado “respuestas” y cuales no: de 1309 “recepetadas” durante 2001 en toda la Ciudad de Buenos Aires, el 39% ha sido “respondida”.


� Y a ello habría que agregarle, acciones que difícilmente podrían considerarse “preventivas” como los desalojos de “casas y predios tomados” o las sanciones de contravenciones.


� La fuente de inspiración de este dispositivo ha sido, evidentemente, el Plan Alerta del Barrio Saavedra, antes mencionado. Un operador calificaba a estas “redes solidarias” como “uniones por el espanto” construidas bajo la consigna “armemos la red para defendernos”.     
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